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CONTRATO DE TRABAJO A TÉRMINO FIJO / MEDIOS DE PRUEBA / CONTRATOS SUCESIVOS / NO PUEDEN MODIFICAR CONDICIONES QUE VENÍAN RIGIENDO VÍNCULO LABORAL / SE PROBÓ EXISTENCIA DE CONTRATO A TÉRMINO FIJO / HUBO PREAVISO / CONFIRMA / NIEGA /
Ello significa que para demostrar la existencia del contrato de trabajo en Colombia, verbal y escrito, existe libertad probatoria, sin que la formalidad dispuesta en el artículo 46 del C.S.T. pueda catalogarse como una prueba ad substantiam actus; así lo ha  entendido la Sala de Casación Laboral por ejemplo en sentencia de 5 de abril de 2011 radicación Nº 36035…
(…)

En nuestro sistema jurídico laboral se encuentra aceptada la suscripción de contratos de trabajo sucesivos tal como se desprende del inciso 3º del artículo 78 del C.S.T., y lo ha aceptado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en diferentes sentencias, entre las que se puede citar  la proferida el 1º de diciembre de 2009, radicación 35902, con ponencia del Doctor Eduardo López Villegas, en la que si bien se reconoció la legalidad de los contratos sucesivos, no obstante se dejó sentado que la posibilidad que tienen las partes de determinar libremente cambios en la modalidad contractual no puede ser usada para modificar las condiciones que venían rigiendo el vínculo laboral, sea el inicial o los subsiguientes, de manera tal que se vulneren derechos de los trabajadores, como por ejemplo cuando los contratos sucesivos tienen por finalidad no conceder el tiempo de descanso efectivo por vacaciones, o cuando se procura cambiar drásticamente las condiciones de liquidación de la indemnización por despido injusto.
(…)

En otras palabras, quedó acreditado en el proceso, que durante tres o cuatro años a partir de la vinculación inicial hecha por el señor Fernando Flor Galarza con el Hotel de Pereira S.A. las partes suscribieron contratos a término fijo inferiores a un año, los cuales eran debidamente liquidados al completar el año de servicios, dando paso después de cada uno de ellos a un periodo de descanso, y que después de esos tres o cuatro años iniciales, las mismas partes convinieron volver a suscribir un contrato de trabajo a término fijo a un año, que es precisamente el que se suscribió el 23 de febrero de 1988 –fls.20 a 24- y que se fue prorrogando automáticamente por periodos iguales, es decir, que éste último contrato de trabajo expiraba el 22 de febrero de cada anualidad, por lo que si la sociedad accionada no quería contar con los servicios de su trabajador, tan solo le bastaba emitir el correspondiente preaviso con una antelación no menor a treinta días para darlo por terminado, tal como lo prevé el numeral 1º del artículo 46 del C.S.T., situación que efectivamente realizó la empresa accionada, cuando el 20 de enero de 2016 le informó a su trabajador que el contrato de trabajo no sería renovado y por tanto finalizaba el 22 de febrero de 2016 –fl.15-.

En el anterior orden de ideas, al haber finalizado el contrato de trabajo por vencimiento del plazo, previa entrega de la carta de preaviso con una antelación no menor de 30 días, no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda, siendo del caso señalar que las condiciones en que se pactaron los contratos de trabajo, no vulneraron los derechos mínimos del trabajador, pues como lo dijeron los testigos escuchados por petición de ambas partes, al finalizar cada uno de ellos se liquidaban y el trabajador disponía de un periodo de descanso, ni tampoco hubo cambio en el régimen indemnizatorio, pues todos y cada uno de los contratos fueron pactados a término fijo.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, treinta de mayo de dos mil diecisiete, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor FERNANDO FLOR GALARZA en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 2 de febrero de 2018, dentro del proceso que le promueve a la sociedad HOTEL DE PEREIRA S.A.., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2016-00512-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Fernando Flor Galarza que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Hotel de Pereira S.A. existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1º de junio de 1984 y el 22 de febrero de 2016 y con base en ello aspira que se condene a la entidad accionada a reconocer y pagar la suma de $97.781.266 por concepto de indemnización por despido sin justa causa, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.
Refiere que: Se vinculó laboralmente con la sociedad Hotel de Pereira S.A. el 1º de junio de 1984, el cual fue pactado de manera verbal, esto es, a término indefinido, a pesar de que posteriormente en el año 1988 se suscribió un contrato de trabajo a término definido, no obstante, en ese acto no se pactó su duración, lo que igualmente implica que sea indefinido; el 23 de febrero de esa misma anualidad suscribieron contrato de trabajo a término definido por un año, sin que en ese momento se liquidara y finalizara el contrato inicial; en el año 2003 fue ascendido de receptor de mercancías a jefe de costos; el 20 de enero de 2016 le fue enviada carta en la que se le informó que el contrato no sería prorrogado, lo que implicaba su finalización el 22 de febrero siguiente; al liquidar el contrato de trabajo se toma como fecha inicial el 23 de febrero de 1988 y no el 1º de junio de 1984, pero se tiene como una relación a término indefinido; el contrato fue finalizado unilateralmente por la sociedad accionada y sin justa causa; el último salario devengado ascendió a $2.308.307.
Al dar respuesta a la demanda –fls.83 a 90- la sociedad Hotel de Pereira S.A. manifestó que suscribió un contrato de trabajo a término fijo por un año con el señor Fernando Flor Galarza el 23 de febrero de 1988, el cual finalizó el 22 de febrero de 2016 por expiración del plazo. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Legalidad del contrato a término fijo del demandante”, “Legalidad de la terminación del contrato a término fijo del demandante”, “Confesión por apoderado de la existencia de un contrato de trabajo a término fijo y del preaviso escrito de terminación”, “Pago” y “Prescripción”.

En sentencia de 2 de febrero de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que si bien hubo manifestaciones y pruebas documentales que muestran que el señor Fernando Flor Galarza prestó sus servicios antes del 23 de febrero de 1988, lo cierto es que esas relaciones contractuales no se dieron con el Hotel de Pereira S.A. sino con otra sociedad a la que pertenecía el establecimiento de comercio Hotel Meliá, lo que implica que se tenga como una única relación laboral entre las partes, la suscrita ese 23 de febrero de 1988 a término fijo por un año, la cual finalizó la sociedad accionada el 22 de febrero de 2016 de manera correcta, al haber realizado el preaviso el 20 de enero de 2016, esto es, con una antelación superior a los 30 días exigidos por la Ley, motivo por el que no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda y en consecuencia absolvió a la empresa demandada de las mismas.

Inconforme con la decisión, la apoderada judicial de la parte actora interpuso recurso de apelación, argumentando que contrario a lo sostenido por la a quo con base en las pruebas testimoniales y documentales se demuestra que el señor Fernando Flor Galarza estuvo vinculado con la sociedad Hotel de Pereira S.A. desde el año 1984 a través de un contrato de trabajo a término indefinido, que posteriormente fue modificado en su detrimento por la entidad demandada; por lo que la finalización de la relación laboral solo era procedente por una de las justas causas previstas en la Ley. Por lo expuesto solicita que se revoque la sentencia de primera instancia y en su lugar se acceda a las pretensiones pedidas en la demanda.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Le asiste razón al señor Fernando Flor Galarza cuando afirma que sostuvo con el Hotel de Pereira S.A. un solo contrato de trabajo verbal a término indefinido entre el 1º de junio de 1984 y el 22 de febrero de 2016?
De acuerdo con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a reconocer a favor del accionante la indemnización por despido sin justa causa que reclama?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. RÉGIMEN PROBATORIO EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO A TÉRMINO FIJO.

Según la doctrina probatoria, en cuanto a las solemnidades, existen dos tipos de pruebas: las ad substantiam actus y las denominadas ad probationem.
Las primeras, esto es, las ad substantiam actus son aquellas pruebas escritas que la Ley exige como requisito esencial para que se concrete la validez del acto jurídico, en otras palabras, para que el acto nazca a la vida jurídica, no solamente se requiere que concurran los requisitos de capacidad, consentimiento, causa lícita y objeto lícito comunes a todos los actos jurídicos, sino que adicionalmente la Ley exige la formalidad sustancial consignada en un documento escrito, pues de lo contrario, dicho acto carecerá de validez, sin que ningún otro tipo de prueba pueda suplirla en aras de otorgarle validez, como ocurre por ejemplo con el contrato de venta de bien inmueble.
Por su parte, las ad probationem implican el reconocimiento de la configuración previa del acuerdo de voluntades que generó obligaciones, pero sujeto a la existencia de documento escrito que dé cuenta de él, en orden a que las obligaciones generadas por aquel acto puedan ser conocidas por el juez, quien a pesar de que ese formalismo falte, pueda conseguir su conocimiento por otros medios de prueba. Ejemplo típico de esta condición es el contrato de trabajo a término fijo, que si bien debe constar por escrito, la ausencia de documento, no implica la nulidad del acuerdo de voluntades.
En este tipo de acto jurídico el artículo 46 del C.S.T. establece que cuando se trate de contrato de trabajo a término fijo, éste siempre debe constar por escrito, sin embargo, no se puede olvidar que ante la eventualidad de la ausencia del documento escrito, el artículo 54 ibídem prevé que “La existencia y condiciones del contrato de trabajo pueden acreditarse por los medios de prueba ordinarios.”. 

Ello significa que para demostrar la existencia del contrato de trabajo en Colombia, verbal y escrito, existe libertad probatoria, sin que la formalidad dispuesta en el artículo 46 del C.S.T. pueda catalogarse como una prueba ad substantiam actus; así lo ha  entendido la Sala de Casación Laboral por ejemplo en sentencia de 5 de abril de 2011 radicación Nº 36035, en la que sostuvo:
“En ese orden importa a la Corte revisar su posición frente a los efectos que venía sosteniendo se derivaban del artículo 46 del Código Sustantivo del Trabajo en cuanto a la prueba del contrato de trabajo a término fijo, pues, como es sabido, se afirmaba mayoritariamente que la duración definida de la relación contractual no podía ser demostrada en el proceso más que con el escrito contentivo del convenio en tal sentido, muy a pesar de que el posterior artículo 54 del mismo estatuto sustantivo, de manera inequívoca preceptúa que la existencia y condiciones del contrato de trabajo pueden acreditarse por los medios probatorios ordinarios. 

Es cierto que para el contrato de trabajo a término fijo exige la ley, como una de las excepciones que resulta a la regla universal de permanencia del contrato de trabajo en virtud de los principios de estabilidad y continuidad que lo informan, que dicha estipulación conste por escrito, esto es, que  sea instrumentada o, en otros términos, vertida documentalmente. 

Tal exigencia, entiende la Corte, no desdice en modo alguno del carácter consensual que nutre y define la relación contractual laboral, inclusive la limitada en el tiempo por empleador y trabajador, pues, simplemente, tal formalidad para esta segunda se constituye en un mecanismo o instrumento de precisión de uno de los aspectos más trascendentes del acto jurídico como lo es su término de duración, habida cuenta de que de tal estipulación se derivan unas consecuencias particulares y propias previstas por el mismo legislador.    

Pero la formalidad de la constancia exigida por la ley, esto es, del carácter temporal del contrato de trabajo, no puede confundirse con la prueba de la existencia de la misma, por cuanto para tal efecto expresamente el legislador ha establecido una libertad probatoria que se acompasa plenamente con el estándar probatorio que permite al juez laboral adquirir certeza sobre la ocurrencia de los hechos del proceso precedido de su libre convencimiento, en conformidad con el artículo 61 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social.
De modo que, si demandante y demandado están de acuerdo con la naturaleza temporal del contrato de trabajo -- como aquí ocurrió según se dijo en los antecedentes --, el juez laboral no puede echar de menos la prueba de la existencia de esa formalidad contractual, dado que, se repite, una es la exigencia formal del carácter temporal del contrato de trabajo, sin la cual no puede producir los efectos derivados de tal; y otra muy distinta, la prueba de su existencia.     

Ahora bien, para rematar, debe recordarse que es indiscutible que los hechos materia de prueba en el proceso laboral, como en la mayoría de los procedimientos judiciales, son única y exclusivamente aquellos objeto de controversia en el proceso, es decir, aquellos que siendo afirmados por el demandante no fueron cuestionados o controvertidos por el demandado al contestar la demanda. Salvo, cuando quiera que para probar tal hecho la ley exija una determinada solemnidad ad sustantiam actus, pues, en tal caso, el juez no puede admitir su prueba por otro medio, dado que tal hecho no puede ser válidamente admitido o confesado.   

No es este último caso, entiende ahora la Corte, el que corresponde a la prueba de la temporalidad del contrato de trabajo, habida consideración de que la escrituración exigida por la ley bien puede probarse por otros medios de convicción distintos al documento en el que originalmente reposa o reposó la estipulación, empezando por la expresa aceptación de empleador y trabajador, lo cual constituye un eximente de su prueba; o por otros medios, como las certificaciones de trabajo y prestación de servicios en tal condición expedidas por el empleador, como aquí ocurrió.”.
2. CONTRATOS DE TRABAJO SUCESIVOS.

En nuestro sistema jurídico laboral se encuentra aceptada la suscripción de contratos de trabajo sucesivos tal como se desprende del inciso 3º del artículo 78 del C.S.T., y lo ha aceptado la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en diferentes sentencias, entre las que se puede citar  la proferida el 1º de diciembre de 2009, radicación 35902, con ponencia del Doctor Eduardo López Villegas, en la que si bien se reconoció la legalidad de los contratos sucesivos, no obstante se dejó sentado que la posibilidad que tienen las partes de determinar libremente cambios en la modalidad contractual no puede ser usada para modificar las condiciones que venían rigiendo el vínculo laboral, sea el inicial o los subsiguientes, de manera tal que se vulneren derechos de los trabajadores, como por ejemplo cuando los contratos sucesivos tienen por finalidad no conceder el tiempo de descanso efectivo por vacaciones, o cuando se procura cambiar drásticamente las condiciones de liquidación de la indemnización por despido injusto.
EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor Fernando Flor Galarza que el contrato de trabajo que lo unió con la sociedad Hotel de Pereira S.A. inició el 1º de junio de 1984 y finalizó por decisión unilateral del empleador el 22 de febrero de 2016, por lo que al haberse pactado desde el inicio un contrato verbal a término indefinido, el contrato solo podía ser finiquitado por una de las justas causas previstas en la Ley, y como no ocurrió así, se le adeuda la indemnización prevista en el artículo 64 del C.S.T.

Por su parte, la sociedad accionada reconoce que sostuvo un contrato de trabajo con el actor, pero difiere de él en lo que respecta a las fechas en que se produjo el mismo, al asegurar con base en los documentos que reposan en sus archivos, que la relación contractual inició el 23 de febrero de 1988 (como en efecto se ve en el contrato visible a folios 102 a 110 del expediente) e igualmente en lo que concierne a la modalidad, pues sostiene con base en ese mismo documento, que el contrato fue a término fijo, siendo finalizado adecuadamente, al habérsele entregado el preaviso con una antelación mayor a los 30 días exigidos por la Ley.
Con el fin de dar luces sobre esas particularidades, el señor Fernando Flor Galarza solicitó que fueran escuchados los testimonios de Luz Elena Baena Trejos, María Amanda Castañeda Arango, Dora Martínez y Cayetano Marsiglia Muñoz. Por su parte el Hotel de Pereira S.A. pidió que se oyeran las declaraciones de Carolina Restrepo Villa, Mariela García Grisales y Javier de Jesús Rendón Rendón.
La señora Luz Elena Baena Trejos informó que se vinculó al Hotel de Pereira S.A. en el mes de mayo de 1984 y que a partir del mes de junio de ese mismo año fue vinculado el señor Fernando Flor Galarza. Inmediatamente después la apoderada judicial de la parte actora la exhorta para que cuente cuales fueron las circunstancias que rodearon su contratación, lo que lleva a la testigo a señalar que cuando ella ingresó suscribió un contrato a término fijo por tres meses, el cual se fue renovando hasta que cumplió un año, momento en el cual salió a vacaciones; una vez finaliza esa parte de su relato, el apoderado judicial de la sociedad accionada objeta la forma en que se realiza el interrogatorio, expresando que las preguntas están dirigidas a la situación vivida por la testigo y no por lo que aconteció en el caso del señor Flor Galarza, objeción que es aceptada por la a quo quien invita a la apoderada del demandante a realizar las preguntas en referencia a su poderdante; acto seguido, la referenciada profesional, le pregunta a la señora Baena Trejos, si la situación que ella narró, también era la misma que se había presentado con el accionante, dando respuesta afirmativa y agregando que así sucedía con todos los trabajadores; bajo esa misma dinámica, sostuvo la declarante que al cabo de cada año de servicios, cada uno de los trabajadores disfrutaba sus vacaciones, manifestando adicionalmente que en el año 1988 recuerda que firmó un nuevo contrato de trabajo por un año, el cual siguió renovándose automáticamente.
La señora María Amanda Castañeda Arango, respondiendo las preguntas bajo el mismo derrotero descrito anteriormente, también expresó que fue compañera de trabajo del accionante en el Hotel de Pereira S.A. desde el año 1984; que la vinculación de los trabajadores como ellos se hacía por medio de un contrato a término fijo; que una vez cada uno cumplía el año de servicios, se les liquidaba el contrato y después de un periodo de descanso eran vinculados nuevamente bajo la misma modalidad.
La señora Dora Martínez, también compañera de trabajo del señor Fernando Flor Galarza desde el año 1984, informó que durante los primeros cuatro años fueron vinculados anualmente a través de contratos escritos a término fijo y que cada que cumplían el año de servicios, salían a un periodo de descanso, siendo vinculados nuevamente a prestar sus servicios a través de un nuevo contrato de trabajo.

El señor Cayetano Marsiglia Muñoz, quien fue vinculado como Jefe de Costos en el año 1984, indicó que el señor Fernando Flor Galarza prestó sus servicios en el Hotel de Pereira S.A. desde el año 1984, expresando que no recuerda con certeza el mes del año en el que fue contratado; que los trabajadores eran vinculados a través de contratos escritos, pero no sabe si el del demandante fue a término fijo o indefinido como el de él; informó que el demandante inicialmente estuvo en el área de habitaciones y que con el paso del tiempo fue ascendiendo, ya que él mismo como jefe lo llevó a trabajar en su dependencia.
La señora Carolina Restrepo Villa dijo estar vinculada al Hotel de Pereira S.A. como Jefe de Gestión Humana desde el año 2012 y que lo único que sabe de la vinculación del señor Flor Galarza, es que en el año 1988 suscribió contrato a término fijo por un año, conocimiento que tiene de conformidad con el único documento encontrado en los archivos de la empresa.

La señora Mariela García Grisales, cajera general de la sociedad demandada desde el año 1984, informó que el contrato de trabajo que firmaban era escrito y por un término de tres meses, el cual se iba renovando automáticamente hasta cumplir un año de servicios, al cabo del cual salían a un periodo de descanso; que esa modalidad se hizo efectiva durante tres o cuatro años y que a partir de allí suscribieron un contrato a término fijo de un año, el cual se fue renovando automáticamente; sostiene que esos contratos inferiores a un año, fueron contratos independientes, pues después del periodo de descanso, eran llamados nuevamente por la empresa para ser vinculados nuevamente, debiendo llevar toda la documentación pertinente para suscribir el contrato; señaló que los jefes de departamento no tenían el mismo contrato que los trabajadores, ya que ellos eran vinculados por medio de contratos a término indefinido; explicó que todos ellos siempre fueron empleados de la sociedad Hotel de Pereira S.A. que era la razón social como tal, independientemente de que comercialmente tuviera otras denominaciones.
Finalmente el señor Javier de Jesús Rendón Rendón, vinculado también a la sociedad demandada desde el año 1984 en calidad de jefe de departamento, explicó que los jefes y los trabajadores tenían contratos de trabajo diferentes, que mientras los jefes suscribían contratos a término indefinido, los trabajadores lo hacían a término fijo por un año; que en razón de ello fue que Fernando Flor Galarza fue contratado bajo la segunda modalidad, esto es, a término fijo. No dio más detalles al respecto.

Conforme con lo expuesto por los testigos, a excepción de la señora Carolina Restrepo Villa quien se vinculó como Jefe de Gestión Humana del Hotel de Pereira S.A. en el año 2012 y por ende no tenía conocimiento de los pormenores que rodearon la vinculación del señor Fernando Flor Galarza, demostrado quedó que el accionante se vinculó al Hotel de Pereira S.A. en el mes de junio del año 1984 a través de un contrato de trabajo escrito a término fijo inferior a un año, el cual se prorrogó hasta cuando cumplió un año de servicios, momento en el que salía a un periodo de descanso, previa liquidación del contrato de trabajo, siendo llamado nuevamente para vincularse bajo nuevo contrato, esta modalidad de vinculación se prolongó por espacio de tres o cuatro años, al término de los cuales, fue vinculado a través de un contrato de trabajo a término fijo por un año. 
En otras palabras, quedó acreditado en el proceso, que durante tres o cuatro años a partir de la vinculación inicial hecha por el señor Fernando Flor Galarza con el Hotel de Pereira S.A. las partes suscribieron contratos a término fijo inferiores a un año, los cuales eran debidamente liquidados al completar el año de servicios, dando paso después de cada uno de ellos a un periodo de descanso, y que después de esos tres o cuatro años iniciales, las mismas partes convinieron volver a suscribir un contrato de trabajo a término fijo a un año, que es precisamente el que se suscribió el 23 de febrero de 1988 –fls.20 a 24- y que se fue prorrogando automáticamente por periodos iguales, es decir, que éste último contrato de trabajo expiraba el 22 de febrero de cada anualidad, por lo que si la sociedad accionada no quería contar con los servicios de su trabajador, tan solo le bastaba emitir el correspondiente preaviso con una antelación no menor a treinta días para darlo por terminado, tal como lo prevé el numeral 1º del artículo 46 del C.S.T., situación que efectivamente realizó la empresa accionada, cuando el 20 de enero de 2016 le informó a su trabajador que el contrato de trabajo no sería renovado y por tanto finalizaba el 22 de febrero de 2016 –fl.15-.
En el anterior orden de ideas, al haber finalizado el contrato de trabajo por vencimiento del plazo, previa entrega de la carta de preaviso con una antelación no menor de 30 días, no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda, siendo del caso señalar que las condiciones en que se pactaron los contratos de trabajo, no vulneraron los derechos mínimos del trabajador, pues como lo dijeron los testigos escuchados por petición de ambas partes, al finalizar cada uno de ellos se liquidaban y el trabajador disponía de un periodo de descanso, ni tampoco hubo cambio en el régimen indemnizatorio, pues todos y cada uno de los contratos fueron pactados a término fijo.

Finalmente, resulta oportuno aclarar, que tal y como lo informaron los testigos, la contratación del señor Fernando Flor Galarza desde el año 1984 fue efectuada por la sociedad Hotel de Pereira S.A., que de acuerdo con el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Pereira –fls.32 a 37- se encuentra vigente desde el 5 de mayo de 1978 cuando se constituyó por medio de escritura pública Nº 0000627, sin que el hecho de que el nombre del establecimiento de comercio, “Hotel Melía”, “Hotel de Pereira” u “Hotel Movich de Pereira”, incida en los efectos que tuvieron cada uno de los contratos de trabajo pactados entre las partes.
Así las cosas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 2 de febrero de 2018.

Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta sede a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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